5. Medidas para hacer efectivos los derechos enunciados 

en la CDN. Hacia una agenda de la responsabilidad estatal y social.

El artículo 4 de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) compromete a los Estados Partes a "adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos” en este instrumento jurídico. A partir de la puesta en vigencia de la Convención, el desafío es pasar del mero reconocimiento de derechos y su proclamación a la protección efectiva de ellos, a su satisfacción real. La existencia de garantías para el libre y el pleno ejercicio de los derechos humanos y la adopción de mecanismos efectivos y eficaces para el acceso a esos derechos es una obligación del Estado y una responsabilidad de la sociedad civil. Dice la Convención: “En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas mediadas hasta el máximo de los recursos que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional”. 

En este panel se buscó debatir qué significado adquieren estos compromisos en el diseño institucional y financiero de los Estados, en la formulación de las políticas públicas, en el desarrollo de los planes nacionales de infancia y en la definición de los criterios de financiamiento de las ONGs. También se analizó el rol de los organismos multilaterales de crédito en el desarrollo de una nueva institucionalidad pública para el cumplimiento de la Convención.

En este panel participaron: 

Eeva Kuuskoski, licenciada en medicina, especialista en pediatría, actualmente directora de The Mannerheim League for Child Welfare (Liga por el Bienestar de la Infancia). Fue miembro del Parlamento por 16 años y ministra de Asuntos sociales y Salud, en Finlandia.

Eugenia Zamora Chavarría es licenciada en derechos por la Universidad de Costa Rica y magíster en la Universidad de Harvard. En la actualidad es directora del Centro para la Paz y la Reconciliación de la Fundación Arias para la Paz y el Progreso Humano, en Costa Rica. Fue directora general del Instituto Interamericano del Niño de la OEA, viceministra de Justicia de Costa Rica, encargada de protección en la oficina México de Lacnur, asesora y coautora de varios proyectos de ley (entre éstos del proyecto de creación del ombusdman de la infancia en Costa Rica junto con Rolando Quirós). 

Irene Konterllnik es asesora del Ministerio de Desarrollo Social de la provincia de Buenos Aires y consultora de organizaciones no gubernamentales. También es docente de FLACSO (Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales) y durante muchos años ha trabajado como oficial de proyectos de UNICEF - Oficina de Argentina.

Javier Cursio es licenciado en economía de la Universidad de Buenos Aires, consultor de UNICEF - Oficina de Argentina, en el área de Protección de la inversión social y consultor de la CEPAL (Comisión Económica para América Latina y el Caribe) en temas relacionados con la política fiscal. Anteriormente se desempeñó como director de Monitoreo y evaluación de programas sociales del Ministerio de Educación de la Nación y fue consultor de la Secretaría de Hacienda de la Nación. 

Coordinadora: Dra. en Filosofía de la Universidad de Buenos Aires y Directora Académica del Instituto Hannah Arendt 
Cielo: esta ponencia está cortada, no dice “nada”, es sólo la introducción. La “rellené” todo lo que pude. ¿Qué hacemos?

La experiencia de Finlandia

Eeva Kuuskoski

El lema de nuestro panel es el artículo 4 de la Convención sobre los Derechos del Niño: dar efectividad a los derechos de los niños, niñas y adolescentes. “En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas mediadas hasta el máximo de los recursos que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional”, afirma el documento.

 Cada uno de nosotros, en Finlandia, tiende a tomar desde su propia perspectiva este artículo y, sobre todo, a darlo por sentado, pues nosotros encontramos esta forma de vida como lo natural. Voy a darles un panorama general de mis perspectivas. Yo soy pediatra, madre de una hija de trece años y también estuve involucrada en política; en este momento me presento como directora de una ONG muy grande en Finlandia, que se llama Liga por el Bienestar de la Infancia. Es una de las ONGs más grandes de Finlandia, nosotros tenemos 94 mil miembros, quienes están haciendo trabajo voluntario en todo el país a través de 560 unidades locales. 

Nuestros objetivos cotidianos son: salvaguardar el interés de los niños y las familias, trabajar junto con las familias y proveerles servicios, promover los derechos e intereses de los niños y las familias en el nivel local, nacional e internacional, promover también la participación civil como ONG y trabajar por la cohesión de las familias. Este último punto es fundamental actualmente y paso a explicarles por qué. Yo vengo de Finlandia, la sociedad finlandesa está entre los estados del norte de Europa y pertenece al rincón del noreste de la Unión Europa, Es decir que estamos ubicados muy al norte. 

La población total de Finlandia es de alrededor de 5 millones de personas, de las cuales un millón vive dentro y alrededor de la capital, en la región de Helsinki, en el sur. El proceso de urbanización es rápido y, además de Helsinki, tenemos otras ciudades que están creciendo aceleradamente. 

Para completar el panorama poblacional, les comento que nuestra población de niños está por encima del millón y que la tasa de natalidad finlandesa es una de las más altas en la región de Europa mientras la mortalidad infantil es una de las más bajas del mundo. La tasa de fertilidad total es de 1,70 y, en promedio, hablamos de 1,82 niños por familia. Sin embargo, Finlandia está envejeciendo rápidamente como ocurre con el resto de Europa Occidental. La estructura familiar ha cambiado durante las últimas décadas, los divorcios son cada vez más comunes aunque el número de parejas que cohabitan con niños aumentó y hoy el 18% de los niños vive en familias de padres solteros. Existen otras cifras más estables: hay pocos abortos y los embarazos en adolescentes son poco comunes. 

Las políticas de Estado continúan pendientes en América latina

Eugenia Zamora Cavaría

Desde la Fundación Arias para la Paz y el Progreso Humano, nos dedicamos a los temas de la paz. Surgimos al final de la década de los ochenta a partir de la firma de Esquípulas, es decir, del Acuerdo de Paz que puso fin a las guerras civiles en Centroamérica y que determinó, entre otros factores, que se le entregara el Premio Nobel de la Paz a nuestro fundador, Oscar Arias Sánchez. 

La Fundación pretende promover una cultura de paz, una cultura de no violencia en todo el mundo y, en particular, en América latina, donde creemos que el tema de la democracia y el desarrollo de una cultura de tolerancia, de participación, de escuchar y no exterminar al que es diferente a nosotros es todavía una materia pendiente. Pienso que nosotros, de este lado del planeta, compartimos los efectos de los ensayos que han planteado los organismos multilaterales de crédito, que hace veinte años decían una cosa y hoy dicen otra. Me voy a referir a casos muy concretos, que forzaron a muchos de nuestros países a reducir el gasto público social. 

Se habló de los años ochenta como de la década perdida, después de la década de la esperanza, se crearon incluso indicadores mayores, como aquellos de “debajo de la línea de pobreza”, porque ya lo de pobreza no alcanzaba y había que crear categorías paupérrimas. Pero vamos a ver, por ejemplo, qué nos dice el Banco Mundial en el reporte de la Asamblea anual de 2003. Allí se afirmaba que “los países desarrollados del norte hoy dedican 660 millones de dólares al año en defensa”, una proporción similar a ésta dedica la India, que tiene una de las tasas de analfabetismo más altas del planeta. Junto a estos 660 millones de dólares que se gastan en defensa, los países del norte desarrollado asignan 360 millones de dólares para subsidiar a sus agricultores. Y dedican, a la vez, sólo 56 millones de dólares para la cooperación exterior a los países del sur. 

Ante este panorama, es evidente que tenemos que hablar de una revisión de los derechos, las políticas y las obligaciones compartidos en nuestro planeta. El ejemplo más claro de cómo están alterados los términos de la relación comercial lo constituye la región del Río de la Plata después de que se termina la guerra de Corea. Voy a referirme a la proporción y no al dato exacto, pero al terminar la guerra de Corea, esos cuarenta o cincuenta años de plata dulce de la Argentina y Uruguay, fundamentalmente, y algo de Chile y Brasil implicó que el equivalente de una tonelada de carne que podía costar 100 y el equivalente de petróleo que costaba 1 pasó a invertirse. Hoy, ese equivalente en petróleo vale 100 y su equivalente en carne vale 1. Con el ejemplo de este dato específico, es imposible levantar cabeza por este lado del Sur. 

En los años setenta y ochenta, particularmente a partir de los Acuerdos de Santa Fe firmados por Ronald Reagan, comienzan a crearse los acuerdos comerciales regionales. El Mercosur, el CAN, el ALCA, el LADI, un segundo intento de un Mercado Común Centroamericano, el Caricom, entre otros. Pero… dentro de este contexto económico y político, ¿cuál es el margen de maniobra que tienen los estados latinoamericanos, en condiciones muy adversas políticas, económicas y sociales para poder cambiar o alterar el curso de la historia? ¿Cómo pueden, en este contexto, invertir en su gente joven, en los niños y las niñas? Y aquí me voy a otra gente de nuestra región que es el ejemplo de América Central. 

El Acuerdo de Paz que se firmó en Esquípulas en 1987 cumplirá veinte años en el 2007. ¿Cómo era la Centroamérica de hace veinte años comparada con la de ahora? Por ese entonces se decía que nosotros, per cápita, habíamos producido más muertes que todas las muertes que sufrieron los EE.UU. en la guerra de Vietnam. Cuando analizamos las cifras veinte años después, se decía que cuando estallara la paz íbamos a tener algo así como “ríos de leche y miel” y que el desarrollo iba a estallar. Sin embargo, no fue así; la violencia política fue sustituida por la violencia social. Hasta hace poco, en El Salvador, morían 10 personas por día a manos de armas de fuego pequeñas y livianas. No estoy hablando de bombas atómicas. En Honduras y Guatemala, el 75% de las causas de muerte es por armas de fuego y, en Costa Rica, es nuestra tercera causa de muerte, después de los accidentes de tránsito y el cáncer gástrico, de útero y de mama. 

Este fenómeno de mortandad por violencia social nos ha obligado, cumpliendo normas internacionales, a desarrollar un indicador de salud muy especial, mediante el cual queremos en un Plan nacional contra la violencia desarrollar datos que nos permitan afinar cuánto le cuesta al Estado la intervención para evitar las muertes por armas pequeñas y livianas. La mayoría de los atentados son contra hombres jóvenes de 18 a 45 años. Respecto de la violencia doméstica, que por supuesto afecta directamente a los niños, aunque todavía no se pueden precisar las cifras sabemos que el índice es bastante alto. Lo que sí está demostrado es que la mayoría de las muertes por armas no es producto de asaltos o de vándalos desconocidos, sino que se producen entre conocidos, de la escuela, del barrio o del vecindario. 

Se calcula que en nuestra región hay 3.600 millones de armas pequeñas y livianas circulando, somos la única región que hoy se encuentra en medio de dos conflictos de distinto orden, Chiapas por una parte y Colombia por otro, de manera que nos hemos convertido en un puente de drogas, de lavado de dinero y de armas. Se estima que menos del 18% de estas armas está registrado y, además, le legislación sobre ellas varía según los países. Cuando se creó nuestra Fundación, el doctor Arias dijo: “nuestros muertos no hacen ruido” y pidió que las grandes potencias dejaran de entregar armas a nuestra región, porque esas armas estaban cobrando la vida de nuestra gente joven, de miles de niños y adolescentes. 

Nosotros sostenemos hoy que nuestros muertos continúan sin hacer ruido, porque los grandes productores de armas siguen produciendo armas que matan a nuestra gente joven. Esto nos lleva a la conclusión de que, en primer lugar, es necesario el desarrollo de una política que tenga cierta coherencia y permanencia en el tiempo, que esa política tiene que contener claramente una definición económica y una definición social. En las teorías economicistas se dice que cuando un presupuesto es menor al 5%, el tema que trata no es una prioridad. Entonces, al definir cuál es el gasto público social que se dirige a la infancia y ver sus índices paupérrimos, nos encontramos con una cantidad de problemas enorme y con una dificultad para definir las prioridades que realmente fijan nuestros Estados. 

Nuestro ombusdman de la infancia en Costa Rica tiene doce o catorce años de vigencia y ha creado un espacio de voz para los niños, jóvenes y adolescentes de nuestro país. Esto que parece tan común para los adultos: tener un espacio, una voz, pensamos que para los niños continúa siendo una carencia en América latina y es parte de repensar el tema de la democratización de nuestras sociedades. 

La participación de adultos es relativamente nula, invisibilizada o negada, se le teme mucho a aquel que participa y habla más de la cuenta porque complica, porque construir consensos y tolerancias lleva mucho más tiempo que hacerlo autoritariamente. Lo mismo pasa con la participación de los más jóvenes. Aquí, el tema central es la agenda pendiente sobre la democratización de nuestras sociedades, y los niños y las niñas están en este contexto de sociedades verticales, doblemente pendientes. Sobre todo, remarco una necesidad de no improvisación, de definir políticas y espacios, y estos cambios evolutivos llevan tiempo. Actualmente nosotros improvisamos, cambiamos las políticas, cambiamos una cosa sin esperar los resultados y esto afecta la capacidad de incidir y de generar una transformación democrática. 

Uno de lo ejes pendientes comunes para nuestra región es el tema del derecho a la salud, de la reducción de la mortalidad infantil. Por otra parte, la inversión o el gasto público social en educación también sigue siendo una prioridad en nuestros países. Nosotros, en Costa Rica, aprendiendo un poco de lo que ha sido el modelo argentino, el modelo chileno y el uruguayo, sostenemos que es única y exclusivamente a través de la educación que algún día podremos pretender ser un país desarrollado, y esto implica muchas cosas. Por ejemplo, implica la universalización de la educación preescolar, algo que en Costa Rica estamos tratando de implementar. Creemos que el tema principal pasa por ahí: definir políticas de salud y de educación. También pensamos que en esta agenda de democratización el tema del trabajo es muy importante.

¿Qué ha pasado en nuestra región? En los últimos veinte o treinta años, ya sea por políticas de los gobiernos militares, ya sea por razones económicas, el Estado empezó a ausentarse y, en el terreno de los derechos, se volvió culpable por omisión. Se ausenta de una serie de áreas estratégicas y entonces las ONGs empiezan a sustituir esas áreas estratégicas. Si alguna lección hemos aprendido en estos años es la de comprobar que nadie puede sustituir al Estado, y que no debe hacerlo, porque, si lo hace, lo hace mal. La siguiente pregunta es ¿cómo articular todo esto, cómo coordinar si sigue siendo un problema fundamental en nuestra región? En la Argentina el problema tiene una expresión, en Costa Rica tiene otra y en Nicaragua otra y, por supuesto, hay algunos países, como el caso de Haití, donde los temas fundamentales son totalmente diferentes. Sin embargo, pensamos que el tema de esta coordinación y evaluación se reduce, fundamentalmente, a la necesidad de reforzar una cultura de paz, una cultura de la no violencia y de la tolerancia que inaugure un ambiente propicio desde donde construir políticas públicas. 

En síntesis, nosotros pensamos que la salud, la educación y el apoyo a la familia y a la madre y al niño continúan siendo temas pendientes, pensamos que la agenda de América Latina sigue siendo la misma. Sigue pendiente una definición de políticas de Estado en las áreas básicas y, específicamente, en el tema de la infancia.

Los niños deben ser agentes de la profundización de la democracia

Irene Konterllnik

Me parece muy auspicioso que este foro se realice en la Argentina, donde hace catorce años se incorporaba la Convención sobre los derechos del Niño en la Constitución de la Nación. Esto nos obliga a todos, Estado y sociedad a recordar que su cumplimiento permanece como materia pendiente. Este encuentro es un ámbito heterogéneo en el cual estamos conviviendo países con distintos grados de compromiso respecto de las obligaciones contraídas desde la sanción de la Convención. Es cierto que dentro de la heterogeneidad de estos países hay algunos con un importante desarrollo económico y democracias consolidadas junto a otros que estamos atravesando graves problemas económicos, situaciones de profunda desigualdad y democracias más recientes, sin embargo, también es cierto que la variable económica no ha sido necesariamente la única variable que ha incidido en el no cumplimiento de la Convención. Por el contrario, entre nosotros se encuentran países de la región latinoamericana que, incluso en contextos de limitaciones económicas, han realizado esfuerzos por ir alcanzando un cumplimiento jurídico en el marco de acción de políticas de protección de la infancia y la adolescencia. 

Con esto quiero dejar establecido que la condición económica es una condición necesaria pero no suficiente para plantear la protección de los niños y niñas desde una perspectiva de derechos. Las causas que han llevado a establecer una distancia entre la difusión de los enunciados de la Convención y la producción de procesos reales de cambio obedecen a múltiples factores que hasta se podrían incluir en un anecdotario. Durante la década de los noventa participé activamente con muchos de los colegas aquí presentes en el intento de incidir en las transformaciones legales e institucionales a las que nos desafiaba la Convención; catorce años después me fui dando cuenta de que, por el contexto en el que estábamos realizando la lucha, en realidad esa lucha estaba perdida de antemano. Hoy estoy convencida de que el factor más severo de ese entonces estuvo representado por las políticas llevadas a cabo, en contra de las cuales era muy difícil oponer una práctica de discurso de derechos. Aunque muchos de los presentes, militantes, antes, durante y una vez sancionada la Convención, tengan claro el sentido y alcance de la misma, el panorama descrito nos coloca en la necesidad de revisar los compromisos que este instrumento jurídico plantea para el Estado y la sociedad, y cómo éstos se deberían plasmar en el nivel institucional. 

El planteo central de mi exposición afirma que la instrumentación de las políticas de protección de niños y niñas en el marco de la Convención no significa hacer más de lo mismo con más financiamiento sino que supone una transformación profunda en la relación del Estado y las instituciones, y de los adultos con los niños y con los adolescentes. En algunos casos, esto debe resultar sin lugar a dudas en la aplicación de mayor financiamiento pero, aun con mayor financiamiento, en todos los casos y bajo ninguna circunstancia de deben soslayar las transformaciones a las cuales compromete la Convención. A partir de la movilización de todos los recursos financieros, materiales y humanos necesarios, en condiciones económicas más equitativas, es fundamental replantear reglas e instituciones. Pero previo a esto, veo necesario detenerme tanto en el contexto en que se pone en vigencia la Convención como en las características del modelo de protección aún vigente en la Argentina. 

La década en que es ratificada la Convención por casi todos los países del mundo resultó un período de difícil transición para quienes aún pensamos en el rol indelegable del Estado como garante y regulador del bienestar de toda la población y, si bien no me detendré en el legado neoliberal que conocemos y que fue estudiado por numerosos especialistas, es necesario recordar que los noventa estuvieron signados (en todo el mundo, aunque con distintos alcances) por reformas que exigían el reduccionismo del Estado, lo que a partir de la privatización de gran parte de los servicios esenciales para la población produjo una realidad “a contramano” de los principios de la Convención, un instrumento que compromete a los estados a garantizar políticas universales para todos los niños sin discriminación. 

En este contexto, los países con inserción más débil dentro del mercado mundial fuimos los más afectados por las políticas neoliberales y por el diseño de políticas sociales que se fueron perfilando a partir de aquellas. En el marco de las transformaciones acontecidas en el modelo económico y debido al desempleo resultante –que incidió sobre la posibilidad de las familias de brindar a sus hijos una protección y un bienestar adecuados– fuimos observadores de la progresiva retracción de las protecciones brindadas por el Estado a sus ciudadanos. Esto ocurrió reduciendo la universalidad y los grados de cobertura de muchos programas y “asistencializando”, es decir, retirando del campo de los derechos sociales muchos de los beneficios. La reestructuración de los programas sociales fue guiada por los principios de “secretividad” y focalización de las acciones públicas sobre los segmentos más necesitados de la población. La impronta dada a las políticas sociales parecería que, en algunos países, como en el caso de la Argentina, hubiese estado en la base de la inercia que primó en el diseño e implementación de las políticas de protección de la infancia y la adolescencia. Esta inercia se reflejó en la subsistencia y el fortalecimiento de la institución tutelar, modelo de intervención del Estado heredado de principios del siglo XX que tiene como características el conformar un campo de políticas especializadas cuyo objeto de intervención se reduce a niños y adolescentes pobres, con reglas de juego que se expresan en leyes, políticas, programas, estructuras organizacionales y prácticas administrativas propias que establecen qué, quién y cómo se protege a esta población. Su sesgo más significativo es el paternalismo y tutelar sobre los sectores con menos recursos, no sólo económicos, sino también con menores recursos simbólicos para hacer valer sus derechos y necesidades. 

Esta institucionalidad, que aún sobrevive en muchos países, se organiza sobre la base del papel protagónico del juez de menores y se completa desde las instancias administrativas por una oferta de servicios cuya función de carácter básicamente instrumental es responder en forma incondicional a las derivaciones hechas por la justicia. El empuje subyacente para esta intervención a través de los órganos judiciales es el rescate de los niños de sus familias, evaluadas o catalogadas como incapaces para la protección y el cuidado de los niños. Desde esta perspectiva, la negligencia, la violencia y el incumplimiento en el logro del bienestar de los niños está puesto en la familia y en ningún momento se plantea la violencia y expulsión promovidas por los servicios sociales, sea por acción u omisión, sea porque explícitamente culpabilizan a la familia por los problemas del niño o porque directamente no existen servicios que permitan acompañar a la familia en la crianza y desarrollo de sus hijos. 

Estas intervenciones, al implicar una intromisión en la familia promovida por el poder absoluto y discrecional de la institución tutelar, son productoras de gran violencia. Tal como señala Salvador Minuchin ¿o Minujín? al hablar de los EE.UU. –y me parece importante invocarlo porque éste no es un problema que sólo afecte a la Argentina–, la retórica es la de la protección de los más débiles, no obstante, la intromisión en los asuntos de la familia es a menudo irrespetuosa y daña los vínculos y desarticula estructuras establecidas sin reconocer que los procedimientos son agresivos para la familia. Con esto, no es mi intención desconocer que muchas de las violaciones a los derechos de los niños acontecen dentro de la misma familia en forma de maltrato y de abusos a la integridad física y psicológica, pero tampoco podemos desconocer la “selectividad” que tiene la institución tutelar respecto de su clientela. En todos los sectores sociales acontecen violaciones de derechos dentro de la familia, sin embargo, la clientela del sistema tutelar está representada por la infancia más pobre, aquella que justamente tiene vulnerados sus derechos sociales básicos y que ha crecido en el seno de familias excluidas del bienestar y del mercado de trabajo. 

La relación entre el mundo privado, cuando se violan derechos a la integridad física, y la intervención estatal sobre ese mundo es de suma complejidad, e implica una atención que no debe ser eludida. Éste debe ser un tema de gran centralidad en la protección de los derechos pero, además, la discusión debe abarcar a toda la infancia y no solamente a aquella “sospechosa” por llevar un modo de vida que no es el de los sectores dominantes. Creo que no es equivocado pensar que la supervivencia de esta institucionalidad ha sido congruente con el modelo residual de las políticas sociales que se han ido perfilando. En el marco del debilitamiento de la oferta universal de los servicios sociales de educación, salud y otras protecciones sociales, resultó una salida útil para tramitar algunos de los problemas emergentes de la inseguridad en que quedaron sumidas muchas de las familias pobres. Podemos decir que esta situación contaminó a la mayoría de los servicios públicos en dos sentidos: por un lado, los agentes de las políticas de salud y educación convirtieron a la judicialización y a la intervención de los órganos de minoridad especializados en depositarios en forma cada vez más frecuente de las situaciones complejas, especialmente en el caso de los niños y adolescentes más pobres. Por otro lado, ocurrió que, aun sin su explícita intervención, la visión generada por la institución tutelar y la construcción de la problemática de la infancia pobre se extendió cada vez más sobre la mayoría de los efectores sociales, municipales, de salud, de educación, y sobre los programas de asistencia. De este modo, la mirada se redujo a controlar y/o sospechar el incumplimiento de los deberes de los progenitores respecto de sus hijos, en vez de colocar la mirada sobre el incumplimiento y las omisiones realizados por parte de los servicios. 

En ese sentido, es claro que esta perspectiva y este modelo de intervención no opera en un vacío social, por el contrario, ha persistido una legitimación por parte de amplios sectores sociales y políticos que siempre vieron a la institución tutelar, justicia, órganos administrativos y ONGs subsidiadas por el Estado como el único modelo de intervención posible para la protección de la infancia. En este contexto, se omite que estas reglas de juego responden a una construcción social promovida sobre la base de representaciones sobre la pobreza y el papel del Estado frente a situaciones sociales que parecerían no entrar en los parámetros dominantes. Si tomamos una metáfora lúdica, vemos que en el esquema previo a la Convención los jugadores se reducen a los actores judiciales y, subordinadamente, a organismos especializados gubernamentales organizados para cumplir las órdenes de los primeros, quienes a la vez, en muchos casos, tercerizan en organizaciones no gubernamentales el cumplimiento de la orden judicial. 

Siguiendo con la metáfora, en este esquema los niños son “cosas” cuyas situaciones complejas de vida se simplifican y, obviamente, como no son considerados personas, con subjetividad y deseos propios, sus opiniones no son tenidas en cuenta en estas decisiones. En este cuadro, la familia del niño no participa  como un jugador más sino más bien como parte del equipo enemigo. En pocas palabras, quiero decir que se considera a la familia más como parte del problema que como parte de la solución.

Tampoco son jugadores otros actores estatales centrales para el bienestar del niño, como los servicios de educación y de salud. Éstos son o bien espectadores impotentes o bien aquellos que devuelven la pelota a la cancha donde la pelota no es más que el niño. Y esta devolución de la pelota resulta ser como la práctica de la derivación de casos y, con ellos, una vuelta al protagonismo de la institución tutelar. La reproducción de este juego resulta del hecho de que, como todos los jugadores y espectadores han interiorizado las reglas, todos actúan conforme a ellas sin reflexionar ni cuestionarse. Por lo tanto, se ponen al servicio del juego. 

A principios de siglo, este modelo obedeció a un contexto social, económico y cultural en el que existía una concepción de la infancia y una visión del papel del Estado respecto de la cuestión social que fue acorde con el debate propio de ese momento histórico. Esta modalidad mediante la cual el Estado planteó la forma como se responsabilizaba por los niños y a través de la cual creó una demanda social que terminó legitimando la perspectiva se convirtió, con el correr del siglo, en una realidad cargada de desresponsabilización por parte del mismo Estado que –como ya observamos– continuó colocando en las familias la culpabilización por el abandono y la negligencia sobre sus hijos, cuando la situación de esas familias era producto del abandono operado por parte del mismo Estado. 

La supervivencia de este modelo de intervención, cien años después y ya ratificada la Convención, ha sido evidentemente funcional a la política social selectiva de los años noventa, donde la reafirmación de los aparatos minoriles parecería haber tenido como objetivo el operar, sobre el imaginario colectivo, como una ilusión de que se estaba haciendo algo por los niños y los adolescentes más pobres. Aquí es necesario agregar que, aquellos actores pertenecientes a organismos multilaterales de crédito que en América latina ahora venden un discurso sobre la ética fueron los mismos que en los noventa ayudaron a crear un discurso del capital social, la gerencia y demás tecnicismos pero que, en ningún momento, se ocuparon ni preocuparon por ayudar a cambiar la condición jurídica de la infancia de los más pobres, muchos de los cuales hoy ya adultos posiblemente, por la misma actuación del sistema, habiten las cárceles argentinas. 

Asumir los derechos humanos y en particular la Convención como marco para las políticas de protección de la infancia nos exige salir de la ilusión de la que hablaba y no dejarse engañar por las nuevas palabras que van poniendo de moda “los mutantes”, como diría Eduardo Bustelo. Asumir los derechos humanos exige usar palabras de “los derechos humanos” y, más allá de las palabras, traducir tanto para el Estado como para la sociedad las obligaciones que la Convención promueve. En la Argentina, más de la mitad de los niños y adolescentes son pobres y la mayoría de ellos vive en familias cuyos padres nunca han trabajado o lo han hecho en forma precaria, sin estabilidad y sin relación con el mercado formal de la economía. Las consecuencias de esto sobre la subjetividad de las personas son –como todos sabemos– devastadoras y pueden conducir a reacciones que posiblemente nunca hayamos vivido aquellos que no pasamos por esa situación. Robert Castell lo describe en términos muy claros cuando dice que: “la inseguridad social no sólo mantiene viva la pobreza, también actúa como un proceso desmoralizador de disociación social, disuelve los lazos sociales y socava las estructuras psíquicas de los individuos”. Estar en inseguridad es no poder dominar el presente ni anticipar positivamente el porvenir. 

Ésta es la realidad que estamos transitando, sin embargo, no por ello los países que aún mantenemos la institución tutelar podemos justificar su permanencia y la inviolabilidad de sus reglas de juego agregando más sufrimiento a aquel que ya padecen los niños que entran en el sistema. Al comenzar, dijimos que la implementación de las políticas de protección de los niños en el marco de la Convención no significa hacer más de lo mismo con más financiamiento. Los principios que organizan los instrumentos de derechos humanos, su caracterización, así como las obligaciones que asumen los estados de respetar, proteger y realizar esos derechos representan lineamientos que no pueden soslayarse durante la adopción de las mediadas legislativas, administrativas y judiciales de las cuales habla el artículo 4 de la Convención sobre los Derechos del Niño. También, deben ser parte de estas medidas otros documentos, como las observaciones que realiza el Comité de los Derechos del Niño, los informes nacionales y las Directrices de Riad (Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil), que ofrecen pautas de gran claridad y muy concretas para orientar las acciones de los estados y de sus sociedades. 

Estos principios, características y obligaciones nos deben llevar a revisar, en cada país, cuáles son las reglas de juego y los jugadores habilitados para proteger a los niños y, con esto, cuáles son las responsabilidades que le corresponden a cada uno. Por otra parte, estas responsabilidades deben ser exigibles y no solamente una retórica de la buena voluntad. Las nuevas leyes de las cuales tanto venimos hablando y cuya sanción está tan demorada son eso: nuevas reglas de juego que delimitan el campo y el papel que deben cumplir los jugadores; deben ser orientaciones y limitaciones al Estado y a sus órganos, a los que deberán imponérseles deberes y, a la vez, objetivos a realizar. No es mi intención plantear ni la estructura de esta nueva institucionalidad ni tampoco recetas, pero sí dejar sentadas algunas reflexiones que creo debemos tener presentes y que observo que siguen siendo desvirtuadas y vaciadas de contenido a la hora de traducirlas en leyes, organizaciones, programas y prácticas. 

Para empezar, debemos tener claro que los niños no deben permanecer ajenos a la profundización de la democracia que todos queremos. Debemos tener muy claro que, en tanto la Convención es un instrumento de derechos humanos incorporado al derecho interno de los países, su traducción debe realizarse en reglas, instituciones y prácticas concretas, y debe implicar una verdadera reforma del Estado. Este hecho no puede estar ajeno a las discusiones que llevamos a cabo sobre la democratización, los derechos y obligaciones del Estado y de los ciudadanos, la mayor transparencia, las limitaciones a la discrecionalidad y arbitrariedad por parte de los actores públicos (tanto estatales como no gubernamentales), a través de un sistema de controles mutuos, de una mejor articulación de las políticas y de la participación de los usuarios de los servicios. Todos éstos son conceptos privilegiados en la agenda de la democratización y forman parte de los objetivos de la Convención. Todos éstos parecerían temas y procesos que van en paralelo, sin embargo, aún no se han combinado esfuerzos para armonizarlos. Es indispensable, como señala O’Donell, que se realicen esfuerzos por reformar el Estado no sólo en el sentido de hacerlo más eficaz sino también en el sentido de volverlo más acorde con la condición de agentes de todos sus habitantes.

También debemos tener claro que la complejidad no se resuelve simplificando, esto debe implicar que las nuevas reglas de juego deben aceptar nuevos jugadores y nuevos dispositivos que procesen, en la medida de lo posible, esa complejidad. Reclama reconocer que no podemos resolver el desconcierto y la incertidumbre, que cada vez más se va apoderando de los adultos, con las mismas herramientas de principios de siglo; debemos pensar en intervenciones con capacidad de integrar acciones sociales que colaboren en la inclusión de los niños y adolescentes en su grupo familiar, en la escuela, en los servicios de salud, en el barrio. Modelos flexibles e interactivos de relación entre niños, familias e instituciones que permitan dar cuenta de la gran heterogeneidad de situaciones y obstáculos que se presentan en la vida cotidiana de los chicos y las familias, y que puedan procesar con rapidez y eficacia sus demandas y necesidades –incluso sus puntos de vista– en los aspectos que les conciernen.

Si tuviese que resumir las transformaciones institucionales destinadas a los niños, podría decir que, en el marco de los cambios jurídicos que regulan las relaciones de los niños con el Estado, con la familia y con la comunidad, la aplicación de un enfoque de derechos nos debería llevar a pensar en el fortalecimiento y en la condición efectiva de los niños como agentes, es decir, como personas con capacidades cognitivas y motivacionales. Desde este enfoque, niños y adolescentes podrían tener opciones razonables en términos de su situación y metas, se podría replantear la cobertura y los contenidos de las políticas y los programas dirigidos a ellos y replantear las responsabilidades institucionales de los distintos actores sociales y políticos en la formulación e implementación de esas políticas. Además, se podrían replantear: la creación de mecanismos de exigibilidad cuando estas responsabilidades no son cumplidas, la organización y gestión de las instituciones y servicios gubernamentales y no gubernamentales, la reorientación de las capacidades de los recursos humanos que trabajan en esas instituciones y servicios, así como las prácticas profesionales que faciliten y garanticen a los niños y adolescentes el acceso a los derechos de los cuales son titulares.

Finalmente, quería subrayar que esta idea de facilitar la construcción de “agentes” en los niños va muy ligada desde mi punto de vista a la posibilidad de habilitar el diálogo. La construcción de sujetos de derechos sólo se da a partir de habilitar el diálogo, de permitir decir la palabra no dicha. Creo que muchas de las situaciones de violencia, no sólo de los niños sino también de los adultos, responden a esta incapacidad de hacer circular la palabra y poder habilitar el diálogo en lugar de suprimirlo.

Proteger e incrementar la inversión social destinada a la niñez 

La propuesta de Unicef - Oficina de Argentina

Javier Curcio

Voy a presentar el trabajo que, con el objeto de proteger e incrementar la inversión social destinada a la niñez, está desarrollando la oficina de UNICEF en la Argentina. La crisis económica que atravesó el país en los últimos años trajo aparejada una profundización del proceso de inequidad y de exclusión que ya se venía desarrollando. Esto es producto de las altas tasas de desempleo y de la fuerte caída de los ingresos reales. Las principales consecuencias de esta crisis son: el incremento de la pobreza e indigencia, el aumento de las brechas de ingresos, las fuertes diferencias regionales y jurisdiccionales, la brecha entre el acceso y la calidad de los servicios, la inversión social como problema de calidad y equidad, y la constitución de políticas sociales diversas no articuladas y de débil sustentabilidad.

Las líneas de la propuesta estratégica por parte de UNICEF en la Argentina, que están enmarcadas en el Plan de Cooperación que UNICEF discutió con el país, son: el fortalecimiento de la coordinación de las políticas sociales, el análisis y visibilización del impacto de las políticas sobre la niñez y adolescencia, la promoción del enfoque de derechos y la reforma legal, el fomento del diálogo y las nuevas alianzas, la protección de la inversión social y la mejora de su calidad.

¿Por qué proteger la inversión social destinada a la niñez? Amartya Sen, durante una conferencia que brindó en 1999 en el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), afirmó que “además de la relevancia que la supervivencia y el cuidado de la salud de la niñez tienen desde una perspectiva de crecimiento económico, existe una serie de conexiones entre la niñez y la edad adulta que condiciona el desarrollo del país”. Las capacidades que desarrollan los adultos están profundamente condicionadas por su experiencia como niños y adolescentes y, respecto de esto, Amartya Sen determina cuatro conexiones fundamentales. A la primera la denomina “efecto directo” y tiene que ver con que el desarrollo de la niñez está ligado con su desempeño mental y físico y con la productividad de sus capacidades cuando se llega a la edad del adulto; una niñez segura implica una vida adulta más rica, menos problemática y más saludable. Una segunda conexión es económica pero indirecta, ya que los adultos con mayores habilidades para ganarse la vida son luego económicamente más aptos y, por lo tanto, tienen una mayor riqueza que les permite en el contexto familiar dar mejores condiciones de vida a sus niños, los futuros adultos. Esta conexión indirecta se potencia en los hogares sostenidos por mujeres o encabezados por mujeres. Una tercera vinculación tiene que ver con la relación entre la formación de la niñez y las capacidades sociales, ya que las posibilidades de relacionarnos y de aprender a evitar conflictos y trabajar coordinadamente dependen mucho de las capacidades que se hayan adquirido durante la infancia y la adolescencia. Por último, hay una conexión vinculada con la incidencia política, porque la ciudadanía activa y participativa y la defensa de los valores de la democracia se infunden y se introducen con más fuerza durante la niñez y en la adolescencia.

En resumen, aun desde una perspectiva economicista –y todavía más si lo abrimos hacia una perspectiva más amplia– vemos que existen múltiples razones desde lo económico para invertir en la niñez y con eso fundar un país con mayor desarrollo. La Sesión especial en favor de la Infancia que se desarrolló en Nueva York en 2002 concluyó que las inversiones en los niños y niñas son extraordinariamente productivas si se mantienen en el mediano y largo plazo. Invertir en la niñez, con respecto a sus derechos, es la base de una sociedad justa, una economía fuerte y un mundo libre de pobreza.

¿Cómo proteger la inversión social destinada a la niñez en la Argentina? Aquí se definieron cuatro ejes que apuntan a colocar a los niños entre las prioridades y las perspectivas de los derechos en las discusiones macroeconómicas, esto incluido en las más altas esferas, en las discusiones con los organismos internacionales de créditos, en la negociación de la deuda, etc. Una segunda línea es transparentar y socializar la información económica y financiera del sector social, que no necesariamente es conocida. Hay una tercera línea que busca abogar y asistir técnicamente para optimizar el uso de los recursos con equidad y orientándolos hacia la inclusión. Una última línea es promover la participación social en la formulación de los presupuestos y en la vigilancia de los resultados a través de nuevas alianzas, de la participación de los medios de comunicación, de observatorios e instancias civiles de monitoreo.

Desde hace un año a esta parte, en Unicef se empezó a trabajar en analizar los factores macroeconómicos fiscales y presupuestarios que inciden en los niveles de inversión en la Argentina, se colaboró con el Ministerio de Educación en la promoción de iniciativas de canje de deuda por educación (un proyecto que el ministro de Educación llevó a distintos foros internacionales) y se celebró un Convenio de Cooperación con el Ministerio de Economía y Producción de la Nación que produjo, como primer trabajo, el estudio “Gasto público dirigido a la niñez en la Argentina”. Este convenio tiene por propósito realizar actividades consensuadas que promuevan el mejoramiento de las condiciones de vida de niños, niñas y adolescentes en un contexto de bienestar familiar y de garantía plena de todos los derechos para la niñez. En el estudio “Gasto público dirigido a la niñez en la Argentina” se incluyeron todas las políticas llevadas a cabo por el gobierno nacional y por los gobiernos provinciales que impactan directa o indirectamente en la niñez.

Un objetivo de este trabajo fue definir los aspectos metodológicos destinados a estimar el gasto público destinado a la niñez. Esta acción permite inferir el esfuerzo realizado por el Estado en el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes de la Argentina. Es bueno destacar que hasta el momento no existe en la región ningún caso que involucre a todos los niveles de gobierno y que mida cuál es el esfuerzo del Estado destinado a las personas menores de 18 años, por lo tanto este trabajo es muy auspicioso para todos nosotros, para la niñez y adolescencia de la Argentina y, sobre todo, respecto de acciones futuras. 

Otro objetivo es cuantificar y analizar ese gasto público destinado a la niñez específicamente en los últimos años. Con esta intención, se logró hacerlo desde 1995 en adelante, para el nivel nacional, y para los años 2001 y 2002 en el nivel provincial. Mediante este Convenio de Cooperación con el Ministerio de Economía y Producción de la Nación se busca facilitar la producción de trabajos que indaguen sobre los factores económicos y presupuestarios que inciden en el incumplimiento de los derechos, lo que permitirá mejorar la toma de decisiones sobre la asignación de futuros recursos. 

El estudio ya realizado presenta, entre sus definiciones metodológicas, dos clasificaciones. Respecto de la especificidad de las acciones que desarrolló el Estado se presentan cuatro clases de gastos: están los “gastos específicos” que directamente se destinan a la niñez (tal es el caso de educación, vacunas, planes de atención materno-infantil); un segundo grupo de gastos denominado “gasto indirecto” (que no es directamente dirigido a la niñez pero que a través de las familias tiene impacto indirecto en los niños, niñas y adolescentes, por ejemplo, las  asignaciones familiares o ayudas directas a las familias); un tercer grupo que es el “gasto ampliado”, relacionado con los planes e iniciativas de los distintos gobiernos que involucran a grupos poblaciones más amplios (en los cuales los niños sólo son una proporción, por ejemplo, los planes de atención a grupos indígenas o grupos vulnerables, los planes de atención hospitalaria en general y demás); y una última categoría que no se incluyó dentro de esta primera parte del estudio, relacionada con “los bienes públicos”, que apuntan a toda la población pero que tienen una incidencia mucho más directa y que, por eso, decidimos dejar fuera de este primer análisis. 

La segunda clasificación tiene que ver con las áreas temáticas de las actividades que ejecuta el Estado; allí se definieron nueve categorías y 33 subcategorías de gastos para la nación y las provincias. Todos estos datos se encuentran en el sitio de Internet de Unicef - Oficina de Argentina y en la publicación que está circulando. Estas distintas clases y categorías se entrecruzan y así surgen, por ejemplo, actividades de salud que tienen tanto que ver con el gasto específico (hospitales pediátricos, planes de vacunación) como con otros gastos que impactan sobre el gasto ampliado, por ejemplo, la atención hospitalaria en general.

Algunos resultados de esta primera cuantificación son de 2002. El gasto público consolidado de nación y provincias que se dedicó a la niñez fue de 17.900 millones de pesos, esto representa un 5,7% del PIB, un 20% del gasto público total y un 31% del gasto público social. Si tomamos el gasto público total dirigido a la niñez y lo dividimos por la cantidad de niños, tenemos un gasto por niño promedio de 1.332,4 pesos, el que, debido a las distintas heterogeneidades de las distintas regiones del país, tiene una fuerte variabilidad.

Tres cuartas partes de estos 17.900 millones de pesos son ejecutados por las provincias y el resto, por la administración nacional. Las provincias tienen la categoría más fuerte de esta inversión como gasto específico directamente a partir de educación y salud, a consecuencia de la descentralización de los servicios sociales, y la nación tiene una proporción mucho menor de gasto específico mientras reparte la mayoría de su gasto entre gasto ampliado y gasto indirecto.

Por categoría, se observa que más de la mitad del gasto corresponde al gasto educativo, luego le sigue la categoría de ayuda directa y las obras sociales. Estas categorías llegan a casi el 70%; sumado el 10% en salud, concentran un 80% del gasto en niñez en 2002. Si se compara 2002 y 2001, que es la única evolución consolidada que podemos hacer, se observa que el gasto cayó en el nivel provincial de 5,11 del producto a 4,3 y que, en el nivel nacional, subió de 1,11 a 1,42. Este fenómeno es producto, básicamente, de la devaluación. No obstante esto, el gasto en niñez aumentó su participación respecto del gasto total y todo este incremento se explica con la incorporación de los planes Jefes y jefas de hogar desocupados, que muestran el incremento en nación entre 2001 y 2002. En cambio, la caída más fuerte en el sector provincial se vincula con la educación. El gasto nacional es solamente un 25% del total y puede observarse que en términos nominales subió pero que en términos reales tuvo un leve incremento durante la segunda parte de los noventa, luego una caída entre 2001 y 2002, y una recuperación entre 2002 y 2003.

UNICEF tiene actualmente tres líneas de acción respecto del tema de gasto público dirigido a la niñez en la Argentina. La primera es continuar con la medición y el análisis de la inversión de recursos públicos para la infancia en los niveles nacional y provincial de gobierno, tenemos el convenio firmado con el Ministerio de Economía hasta diciembre del 2005. La segunda línea de acción tiene que ver con la cuantificación de las necesidades de inversión en infancia para alcanzar las metas del Plan de Acción Iberoamericano y la tercera se relaciona con la identificación de los factores económicos y presupuestarios que inciden en el nivel de inversión pública destinada a la niñez. 

Respecto de la primera línea, las perspectivas son ampliar la difusión del trabajo elaborado con el Ministerio de Economía, actualizar periódicamente y profundizar las series de medición de gasto público destinado a la niñez en el marco del Convenio de Cooperación, aplicar la metodología elaborada a una serie de provincias para estimar los niveles de inversión, y profundizar el análisis relativo a la inversión social realizado por el sector público argentino, incorporando una serie de aspectos (entre ellos, la composición y distribución regional de la inversión en niñez identificando inequidades entre las jurisdicciones, la eficacia del gasto entre las diferentes categorías y jurisdicciones desde la perspectiva del impacto producido en las condiciones de vida de los niños, niñas y adolescentes y la correlación entre la evolución de los indicadores de la niñez que utiliza UNICEF y los niveles de inversión pública en las diferentes categorías y jurisdicciones). Por último, con relación a esta línea se prevé realizar un taller internacional con el fin de analizar comparativamente los esfuerzos de todos los estados de América latina y el Caribe teniendo en cuenta los estudios desarrollados, con distintos alcances, en Brasil, Ecuador, Paraguay y otros países de la región que están trabajando en estas mismas líneas.

Respecto de la segunda línea para la cual estamos trabajando, se prevé la cuantificación de las necesidades de inversión con el propósito de alcanzar las bases para poner en ejecución la agenda del Plan de Acción Iberoamericano, con la idea de analizar las distancias entre las diferentes categorías y estimar a qué distancia estamos de lograr el cumplimiento de las metas de este plan.

Respecto del tercer eje, que es el análisis de los factores que inciden en los niveles de inversión pública, algunos de los puntos en los que estamos trabajando son: los temas presupuestarios, tanto de la nación como de las provincias, en la asignación anual presupuestaria que se hace para los niveles legislativos; el análisis del proceso de reforma del régimen de coparticipación federal de impuestos, que está actualmente en discusión; el análisis de los efectos de la crisis de la Argentina, las respuestas proporcionadas por el Estado y su impacto en la inversión social del sector público destinado a la niñez; además de participar en el proceso de discusión de contabilización del gasto primario en el seguimiento fiscal que está haciendo el FMI y otros organismos internacionales, y continuar apoyando a la nación en la iniciativa de canje de educación impulsada por el Ministerio de Educación. 

En este panel comprobamos que es necesario invertir más en infancia pero que no sólo es necesario cuánto invertir sino cómo invertir y a través de qué sujetos. Ciertos gastos son más eficaces que otros, y problemas básicos como la salud y la alimentación aún continúan siendo regionalmente problemas relevantes. Cuando pensamos en la infancia, nos queda el desafío de pensar las políticas públicas incorporando las perspectivas de la Convención sobre los derechos del Niño desde dentro del ejercicio mismo de las políticas, es decir, escuchando a los niños, niñas y adolescentes en sus necesidades y en sus demandas. Sólo el valor de la palabra, la apertura al diálogo y la participación de niños y adolescentes en los procesos de democratización de la sociedad pueden reemplazar la violencia social y familiar, y la vulneración de los derechos de la infancia. 
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